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PROCESO  ACCIÓN POPULAR  
DEMANDANTE  BERNARDO ABEL  HOYOS MARTÍNEZ  
DEMANDADOS  KOBA S.A.S.  
PROCEDENCIA  JUZGADO TRECE CIVIL  DEL  C IRCUITO DE 

MEDELL ÍN  
RADICADO  05001 31 03 013  2017 00493 02  

 

Con el respeto que merecen los honorables Magist rados que integran esta Sala 

de Decisión, me aparto de la posición que plantea la providencia que decide el 

recurso de súpl ica, por cuanto,  como lo dejé planteado en el proyecto que 

presenté y que no alcanzó mayoría, considero que la providencia que declaró 

inadmisible el  recurso de apelación debió conf i rmarse,  esto,  porque  en materia 

de acción popular el  legislador , en la Ley 472 de 1998,  restr ingió la alzada, 

cuya procedencia estableció de f orma expresa solo para dos decisiones, no 

siendo viable la apelación respecto del  auto que aprueba la l iquidación de 

costas.  

 

Aunque reconozco y apl ico la remisión que real iza la Ley 472 de 1998 a la 

legislación procesal civi l ,  considero que el lo es posible para aspectos que no 

están regulados de forma completa en la normativa especial  de esta acción 

const i tucional;  pero,  exist iendo norma s específ icas que restringen el  recurso 

de alzada en materia de acciones populares, inadecuado resulta  acudir a las 

normas generales del Código General del Proceso ; además,  el lo no coincide 

con la intención del legislador en materia de acciones const i tucionales, cual  es, 

el  t rámite pronto de la mismas, lo que se ve efect iv izado con la reducción de 

providencias suscept ibles de discusión en segunda instancia.  

 

La ponencia deja de lado además los pronunciamientos de las altas cortes 

(Corte Suprema de Just icia y Consejo de Estado) que la suscri ta ci tó en el  

proyecto vencido,  las cuales, aunque no const i tuyen doctrina probable,  si  

resultan muy i lustrat ivas sobre el tema.   

 

En el proyecto que presenté a la sala y que fue derrotado, cuyos argumentos  

son la base de este salvamento y  el cual me permito ci tar de forma extensa,  

l i teralmente expuse lo siguiente:   

 

“2. Tratándose de la interposición y  concesión del recurso de 
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apelación,  en e l  caso que nos convoca,  es claro que de conformidad con 
la Ley 472 de 1998 que regula  la  acción popular,  las únicas providencias 
suscept ib les de ta l  recurso son el auto que decreta una medida cautelar  
y la  sentencia,  como lo establecen los art ícu los 26,  36 y 37 de d icha ley,  
que se ci tan en lo pert inente:  
 
“Art icu lo 26. oposición a las medidas cautelares.  E l auto que decrete las 
medidas previas será not i f icado al  demandado simultáneamente con la  
admis ión de la demanda y podrá ser objeto de los recursos de 
reposición y de apelación; los recursos se concederán en el efecto 
devolut ivo y deberán ser resueltos en el término de cinco días…”  
 
Artícu lo 36.  Recursos de Reposic ión. Contra  los autos dictados duran te 
el  t rámite de la Acción Popular procede el recurso de reposición, e l  cual 
será interpuesto en los términos de l Código de Procedimiento Civ i l .  
 
Art ícu lo 37.  Recurso de Apelac ión. E l recurso de apelación procederá 
contra la sentencia que se dicte en prime ra instancia ,  en la forma y 
oportunidad señalada en el Código de Procedimiento Civi l ,  y deberá ser  
resuelto  dent ro de los veinte (20) días s iguientes contados a  part i r  de la  
radicación de l expediente en la Secretar ía de l Tribunal competente (…).  
 
En el sub l i te ,  acontece que fue proferido auto que aprobó la l iqu idación 
de costas; f rente al  cual e l  actor popular interpuso en la oportunidad 
debida recurso de apelación, de modo ta l  que la a lzada fuera concedida,  
no siendo procedente que el a quo  concediera la alzada, pues como se 
puede conclui r  de la normat iv idad en mención, éste es improcedente 
para el  auto que aprueba la l iquidación de costas.  
 
Ha de aclararse que no por el lo se incurre en una trasgres ión al debido 
proceso o al  derecho de defensa, pues no se trata de negar el  acceso a 
la administ ración de just ic ia,  por e l  cont rar io,  lo que se busca es 
imprimir le ce ler idad a l  t rámite  jud ic ia l ,  en razón del establecimiento de 
un término más breve para proferi r  la dec isión respect iva.  
 
Además, se hace menester destacar que la Const i tución le concede 
l ibertad a l  leg is lador para señalar  en qué casos es o no procedente el  
recurso de apelac ión, con el  f in  de obtener una protección efect iva a los 
derechos e intereses colect ivos que se buscan amparar con la acción 
popular.  
 
3.  Señala el  accionante que en varias providencias la  Corte  
Suprema de Just ic ia  ha establecido la procedencia del recurso de 
apelación en mater ia de acciones populares por aspectos di ferentes a 
los señalados de forma r igurosa en la Ley 472 de 1998, p ara cuyo efecto  
ref iere a cuat ro sentencias d ictadas en sede de acción de tutela por la  
Sala de Casación Civ i l  de la Corte Suprema de Just ic ia;  pero, 
anal izadas las referidas providencias,  no se ext rae la conclusión que 
pretende el  actor,  pues lo  que de fo rma general  ind ica la Corte es que, a  
pesar de que en las acciones populares que dieron lugar a esas quejas 
const i tuciona les no se cumplió con el requisi to de subsidiar iedad por 
fa l ta de ejercic io de recursos, resu ltaba procedente estudiar e l  fondo de 
lo debat ido por exist i r  en las providencias judicia les atacadas yerros de 
magnitud ta l  que hacían necesar ia la intervención de l  juez 
const i tuciona l;  s in que entrara a anal izar la Corte si  e l  recurso que 
debió agotar e l  acc ionante era o no la a lzada.  
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Véase que en la sentencia STC1932-2017, Radicación N°66001 -22-13-
000-2016-01126-01, de forma general  la Corte di jo:  “pues a  pesar de no 
haberse cumpl ido con el presupuesto de subsid iar iedad, por no 
recurr irse una de las providencias objeto  de la queja,  es ev idente  que el  
Juzgador incurr ió en una protuberante ir regu lar idad que afecta e l  debido 
proceso de l actor”,  de donde se ev idencia que aludió  de forma genérica 
a la fa l ta de ejerc ic io de recursos sin d ist ingui r s i  se trataba de 
reposición,  apelac ión u otro,  d ist in ción que tampoco se extrae del  resto  
del contenido de dicha providencia;  en la sentencia STC3932-2017,  
Radicación N° 66001-22-13-000-2017-00067-01, expuso dicha 
Corporación también de forma muy general que:  “No obstante lo  
anterior,  en los prec isos casos e n los cua les el  funcionario respect ivo 
incurra en un proceder c laramente opuesto a la ley,  por arbit rar io o  
antojadizo,  puede intervenir e l  juez de tutela  con el  f in de restab lecer e l  
orden juríd ico s i  e l  a fectado no cuenta con otro medio de protección 
judic ia l ”  y del texto de la sentencia se desprende que el a l l í  accionante 
no había formulado n ingún  recurso; por manera que la d iscusión no se 
centraba en el recurso de apelación, s ino en la fa l ta absolu ta de 
formulac ión de recursos, así  se deduce de la págin as 3  y 4 a l  reseñar 
que  “…El Tr ibunal denegó el amparo a l  considerar que «los hechos en 
que se fundamentaron las acciones de tutela… no guardan relación con 
lo efect ivamente acaecido en los procesos en los que encuentra e l  actor 
lesionados sus derechos», pues contra  los autos que rechazaron sus 
acciones populares, el  gestor no interpuso recurso alguno ;  de donde 
la sa lvaguarda se ed if icó en s i tuac iones inexistentes, por lo  que no 
podía prosperar  …”  (Resaltado in tenciona l) ;  en la sentencia  STC4946-
2017, Radicac ión N° 66001-22-13-000-2017-00168-01, la  Corte  di jo que,  
a l  margen de la  discusión sobre la procedencia de la ape lac ión, e l  
amparo resultaba procedente porque la carga impuesta por e l  juez 
accionado era excesiva, evidenciándose que tampoco se cent ró en 
estudiar  e l  tóp ico de la procedencia de la apelación; s ino, que concedió 
el  amparo por o tro  tema d iferente  y,  f inalmente,  en la sentencia  
STC5570-2017,  Radicación Nº 66001 -22-13-000-2017-00165-01 también 
aludió la Corte,  de forma genera l,  a  la  omis ión de ej erc ic io  de recursos,  
s in detal la r s i  era de reposic ión o apelac ión.   
 
Por e l  contrario,  s í  existen ot ras prov idencias en las cuales de forma 
expresa, c lara y contundente , ha establecido la Sala de Casación Civ i l  
de la Corte Suprema de Just ic ia ,  la improced encia de l recurso de 
apelación frente  a autos dictados en el t rámite  de una acción popular;  
así  se puede constatar en las sentencias de tutela  STC3441 del 10 de 
Marzo de 2017 M.P. Dra..  Margar i ta Cabel lo  Blanco y  STC18804 del 14 
de noviembre de 2017,  M.P. Dr.  Luis  Armando Tolosa Vi l labona.  
 
En la pr imera prov idencia expuso la Corporac ión:  
 
(…) De ot ra parte,  en relac ión con los pedimentos del  actor,  respecto a  
que se le «conceda la  alzada», hay que decir que los art ículos 36 y 37 
de la Ley 472 de 1998, prevén que «contra  los autos  d ic tados durante 
el  t rámite de la Acción Popular procede e l recurso de reposic ión», y  que 
«el recurso de apelación procederá cont ra la sentencia  que se d icte en 
primera instancia», entonces la ley especial  que regula  el  t rámite en 
esta clase de procesos, no estab leció  el  recurso vert ica l para los autos 
que se prof ieran dentro del t rámite las acc iones populares.(…)  
 
Y en la sentencia de noviembre de 2017, re i teró :   
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Delanteramente, se advierte la inv iabi l idad del amparo por la  
desatención del presupuesto de subsid iar iedad, pues el hoy quejoso no 
atacó la determinación de 13 de sept iembre de 2017, a t ravés del 
recurso de reposición,  único procedente de acuerdo al canon 36 de la 
Ley 472 de 1998.  
 
En simi lar sent ido,  en prov idencia m ás rec iente,  e l  Consejo de Estado 
avaló esta posic ión de improcedencia  de la alzada en mater ia de acción 
popular,  salvo en los casos específ icos establecidos en la Ley 472 de 
1998, a l l í  expuso:  
 
“ [E]n a tención a la  celer idad que debe caracter izar las acci ones 
populares es claro que el recurso procedente contra  las decis iones 
dictadas en el curso de este t ipo de acc iones es únicamente el  de 
reposición, salvo lo dispuesto expresamente en los art ículos 26 y 37 de 
la Ley 472 de 1998 respecto de las prov idencia s a t ravés de las cuales 
se dicta una medida cautelar y se prof iere sentencia de pr imera 
instancia,  dec isiones estas que son apelables;  s in que con dicha 
l imitación se afecte en manera a lguna el deb ido proceso o el  derecho a 
la doble instancia conforme e l anál is is efectuado frente al  punto por la  
Corte Const i tuc ional.  Entonces es esta la oportunidad para que la Sala  
Plena de esta Corporación reaf irme la regla en comento según la cual,  
se ins iste,  las únicas decis iones apelab les en acciones populares son el 
auto que decreta  una medida cautelar y  la sentencia de pr imera 
instancia,  por lo que todas las demás decisiones que se adopten en el 
t rámite de estos procesos son únicamente pasib les de l recurso de 
reposición” (CONSEJO DE ESTADO SALA PLENA DE LO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO Consejero Ponente: CARLOS 
ENRIQUE MORENO RUBIO. 26 de jun io de 2019. Radicac ión número:  
25000-23-27-000-2010-02540-01).   
 
Así las cosas,  s i  la apelación no es procedente en esta  acc ión especial  
f rente a la prov idencia que aprueba la l iqu id ación de costas, debía el  
Magis trado Ponente proceder en los términos de l art ículo 325 del 
Código Genera l del Proceso a declarar inadmis ib le el  recurso en esta 
instancia ,  como acertadamente lo real izó  en la  decisión qu e se estudia  
en sede de súpl ica…”  

 

En los anteriores términos, dejo planteado mi salvamento f rente a la decisión  

que obtuvo mayoría de la Sala de Decisión.  

 

Cordialmente,  

 

 

 

MARTHA CECILIA OSPINA PATIÑO 

(Fi rma elect rónica  conforme el  a r t ículo 105 del  Cód igo General  del  Proceso,  en 

concordanc ia con las d isposic iones de la Ley 2213 de 2022)  
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